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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
9268 Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 

2018.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización de 
gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes en 
el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de que 
se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o cuestiones 
que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de gasto o 
los criterios de política económica general, que sean complemento necesario para la más 
fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del Estado y de 
la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma, preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos cuando 
una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2018 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

Al no haber sido presentado ante el Congreso de los Diputados el Anteproyecto de Ley 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018 por parte del Gobierno al menos 
tres meses antes de la expiración de los correspondientes al ejercicio 2017, tal y como 
establece el artículo 134.3 CE, ha resultado de aplicación en toda su extensión el 
artículo 134.4 de la Constitución, que señala que «si la Ley de Presupuestos no se 
aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se considerarán cv
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derecho. Estas transferencias no estarán sujetas a las restricciones previstas en el 
artículo 52 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

5. En las diligencias de embargo contra bienes y derechos patrimoniales de la 
Administración General del Estado por deudas tributarias sólo podrán acumularse 
deudas correspondientes a un único obligado tributario.»

El resto del artículo permanece con la misma redacción.

Disposición final décima octava. Modificación de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley, para todas las subvenciones y 
demás ayudas que se concedan a partir de esa fecha y con vigencia indefinida, se 
introduce una nueva disposición adicional, la vigésima sexta, a la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional vigésima sexta. Subvenciones y otras ayudas concedidas 
por las entidades de derecho público del sector público estatal que se rijan por 
el derecho privado.

1. Las entregas dinerarias sin contraprestación que otorguen las entidades de 
derecho público del sector público estatal que se rijan por el derecho privado, 
tendrán siempre la consideración de subvenciones. Su concesión y demás 
actuaciones contempladas en esta Ley constituirán el ejercicio de potestades 
administrativas a los efectos previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, quedando 
sometidas al mismo régimen jurídico establecido para las subvenciones concedidas 
por las Administraciones Públicas.

2. De acuerdo con lo previsto en la disposición adicional cuarta de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, las siguientes 
ayudas preservarán sus actuales especialidades:

a) Los préstamos concedidos por el Centro para el Desarrollo Tecnológico 
Industrial (CDTI) con una parte no reembolsable de hasta un tercio del importe del 
crédito, que seguirán el régimen previsto en la disposición adicional sexta de esta 
Ley.

b) Las ayudas concedidas por ICEX España Exportación e Inversiones 
dirigidas a impulsar la participación agrupada de empresas en ferias internacionales, 
misiones directas, jornadas técnicas, seminarios, congresos, convenciones o 
actividades análogas, en tanto no se opongan a la normativa comunitaria.

En todo caso, les serán de aplicación los principios generales y de información 
a que hacen referencia los artículos 8, 18 y 20 de esta Ley.

Los préstamos y ayudas concedidas por el Centro para el Desarrollo Tecnológico 
Industrial y por ICEX España Exportación e Inversiones no previstos en las letras a) 
y b) de este apartado, se someterán al régimen general contemplado en esta Ley.»

Disposición final décima novena. Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida se modifica la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
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informe en el portal de la Administración presupuestaria dentro del canal “Registro 
de cuentas anuales del sector público.»

Ocho. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 149 de la Ley General 
Presupuestaria, que queda redactado como sigue:

«Artículo 149. Ámbito de aplicación.

[…]

2. El Consejo de Ministros, a propuesta de la Intervención General de la 
Administración del Estado, podrá acordar de forma motivada la aplicación del control 
financiero permanente, en sustitución de la función interventora:

a) En aquellos tipos de expedientes de gasto y, en su caso, en aquellos 
órganos y organismos que se determinen.

b) Respecto de toda la actividad del organismo o de algunas áreas de gestión, 
en aquellos organismos autónomos en los que la naturaleza de sus actividades lo 
justifique.»

El resto del artículo permanece con la misma redacción.

Nueve. Se da nueva redacción al artículo 158 de la Ley General Presupuestaria, que 
queda redactado como sigue:

«Artículo 158. Ámbito de aplicación.

1. El control financiero permanente se ejercerá sobre:

a) La Administración General del Estado.
b) Los organismos autónomos.
c) Las entidades públicas empresariales.
d) Las autoridades administrativas independientes, salvo que su legislación 

específica disponga lo contrario.
e) Las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social.
f) Las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social y sus centros 

mancomunados, cuando se hallen inmersas en alguno de los supuestos previstos 
en el artículo 100 de la Ley General de la Seguridad Social.

g) Los organismos y entidades estatales de derecho público contemplados en 
el artículo 2.2.i) de esta Ley, salvo que su legislación específica disponga lo 
contrario.

2. El Consejo de Ministros podrá acordar, a propuesta del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública y a iniciativa de la Intervención General de la 
Administración del Estado, que en determinadas entidades públicas empresariales 
y organismos y entidades del párrafo i) del apartado 2 del artículo 2 de esta Ley, el 
control financiero permanente se sustituya por las actuaciones de auditoría pública 
que se establezcan en el Plan Anual de Auditorías.»

Diez. Se da nueva redacción a los apartados 2 y 3 del artículo 161 de la Ley 47/2003, 
que quedan redactados como sigue:

«Artículo 161. Planes de acción y seguimiento de medidas correctoras.

[…]

2. El Plan de Acción se elaborará y se remitirá a la Intervención General de la 
Administración del Estado en el plazo de 3 meses desde que el titular del 
departamento ministerial reciba la remisión de los informes de control financiero 
permanente y contendrá las medidas adoptadas por el departamento, en el ámbito cv
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